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Daños y Perjuicios  

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Colom García, la Jueza 

Soroeta Kodesh y el Juez Sánchez Ramos 
 

Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Mediante un recurso de apelación presentado el 26 de 

septiembre de 2019, comparecen el Municipio Autónomo de Salinas 

(en adelante, Municipio de Salinas) y la aseguradora, MAPFRE (en 

conjunto, los apelantes).  Nos solicitan que revoquemos una 

Sentencia dictada el 30 de julio de 2019 y notificada el 31 de julio 

de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia (en adelante, TPI), 

Sala de Salinas.  Por medio del dictamen apelado, el TPI declaró Con 

Lugar la Demanda de epígrafe sobre daños y perjuicios incoada por 

la Sra. Janette Pérez (en adelante, la señora Pérez), por sí y en 

representación de su hijo menor de edad, Jesús Antonio Polanco 

Pérez (en adelante, el apelado) en contra de los apelantes.  Cónsono 

con lo anterior, el foro primario les impuso a los apelantes el pago 

de las siguientes cuantías: $60,000.00 por concepto de los daños 

físicos sufridos por el apelado, las intervenciones quirúrgicas en su 

pierna izquierda y sus tratamientos; $45,000.00 por concepto de los 

daños morales y angustias mentales sufridas por el apelado; el pago 

de $50,000.00 por concepto de su limitación al goce de la vida; y el 
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pago de $10,000.00 por concepto honorarios de abogado, más 

costas. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I. 

El 21 de julio de 2017, la señora Pérez, por sí y en 

representación del apelado, incoó la Demanda de epígrafe contra los 

apelantes.  En la misma, alegaron que el 11 de febrero de 2016, el 

apelado se encontraba visitando a su abuela en la Comunidad 

Arcadio Maldonado del Municipio de Salinas.  En específico, 

afirmaron que alrededor de las 7:00 pm a 7:30 pm, el apelado fue al 

parque de la referida comunidad con el propósito de jugar o 

practicar el deporte de soccer.  Explicaron que cuando el joven se 

dispuso a patear el balón hacia la portería, corrió con gran impulso 

y antes de tocar el balón, pisó una roca que se encontraba en el 

suelo, ocasionándole un violento desgarre en su rodilla izquierda, 

que causó que cayera al suelo de forma aparatosa.  

Según lo expuesto, tal acontecimiento ocasionó que se le 

desplazara la rodilla izquierda, lo que provocó rupturas al ligamento 

anterior cruzado, a otros ligamentos y a tendones de la pierna 

izquierda del lesionado.  Así pues, indicaron que el apelado estuvo 

en el suelo alrededor de diez minutos.  Entretanto, la señora Pérez 

llegó al parque para socorrer a su hijo, pero solamente pudieron 

levantarlo del suelo un grupo de jóvenes que le brindó ayuda.  

Describieron la roca que pisó el perjudicado como una de 

aproximadamente cuatro (4) pulgadas de diámetro, y que la misma 

no era visible a simple vista, toda vez que el parque estaba cubierto 

de yerba o maleza.   

En la reclamación de autos, manifestaron que el joven fue 

trasladado al Hospital San Lucas de Guayama, en donde le 

diagnosticaron un esquince del ligamento colateral lateral de la 
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rodilla izquierda.  Al día siguiente, el 12 de febrero de 2016, lo 

examinó el cirujano ortopeda, Dr. Carlos Colón Gómez, y al realizarle 

varios estudios concluyó que el lesionado había sufrido un desgarre 

completo del ligamento cruzado anterior, y un edema de la médula 

ósea en el cóndilo famular medial y la meseta tibial.  Además, 

sostuvieron que se revelaron daños al nervio peroneal. 

A raíz de lo acontecido, arguyeron que el 14 de abril de 2016, 

el joven fue intervenido quirúrgicamente para la colocación de 

fijadores internos en su rodilla izquierda.  Alegaron que, posterior a 

esta intervención quirúrgica, el apelado estuvo con su pierna 

izquierda inmovilizada por espacio de cuatro (4) meses.  Asimismo, 

el 11 de agosto de 2016, tuvo que ser operado por segunda ocasión 

para la reparación del ligamento cruzado anterior y reconstrucción 

de su rodilla izquierda.  Aseveraron que esto provocó que el 

perjudicado tuviera su pierna izquierda inmovilizada por espacio de 

cuatro (4) meses adicionales de recuperación.   

Debido a lo anterior, indicaron que el apelado estuvo 

utilizando una silla de ruedas por espacio de ocho (8) meses.  

Afirmado que actualmente podía caminar con la asistencia de 

equipo médico, el cual tendría que utilizar durante toda su vida.  

Alegaron que el joven quedó incapacitado de forma permanente para 

realizar cualquier deporte. Detallaron que, como secuela de los 

daños sufridos, el lesionado aumentó de peso significativamente y 

perdió una gran parte de sus estudios durante el año 2016.  

Además, adujeron que luego de lo ocurrido, el joven ha padecido un 

estado de ansiedad y depresión, el cual ha requerido tratamiento 

psicológico y psiquiátrico. 

En la reclamación de autos, afirmaron que el parque donde 

ocurrieron los hechos pertenece al Municipio de Salinas, quien tiene 

la responsabilidad de proveerle mantenimiento y que este último 

tenía la obligación de remover cualquier condición peligrosa que 
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estuviera en el área.  Fundamentaron su posición en que la falta de 

mantenimiento al parque provocó la condición peligrosa, referente a 

la roca no visible, lo que ocasionó los daños sufridos por el joven.  

De igual forma, la señora Pérez arguyó que había sufrido profundas 

angustias mentales al ver a su hijo bajo el estado de sufrimiento en 

el que se encontraba.  Finalmente, reclamaron a los apelantes, no 

menos de $50,000.00 por los daños sufridos por la señora Pérez, y 

no menos de $500,000.00 por los daños sufridos por el apelado. 

Por su parte, el 7 de diciembre de 2017, los apelantes instaron 

su Contestación a Demanda, en la cual afirmaron que Mapfre tenía 

una póliza de seguros expedida a favor del Municipio de Salinas.  De 

otra parte, negaron todas las alegaciones de negligencia esbozadas 

en su contra y, entre las defensas afirmativas, sostuvieron que no 

eran responsables absolutos por la ocurrencia de todo accidente.  

Además, argumentaron que la reclamación estaba prescrita, y que 

no se cumplió con la debida notificación requerida por el Artículo 

15.003 de la Ley Núm. 81-1991, conocida como la Ley de Municipios 

Autónomos de Puerto Rico, según enmendada, 21 LPRA sec. 4703.  

En lo atinente a la controversia ante nos, resaltaron que el lugar 

donde ocurrieron los hechos alegados se encontraba en condiciones 

físicas razonables y aptas para un uso seguro y adecuado. 

 Transcurridos varios trámites procesales, el 18 de julio de 

2018, los apelantes interpusieron una Solicitud de Desestimación 

Parcial.  En su petitorio, plantearon que la Demanda de autos se 

presentó el 21 de julio de 2017 por hechos ocurridos el 11 de febrero 

de 2016.  Explicaron que el 31 de enero de 2017, la señora Pérez 

notificó a la alcaldesa del Municipio de Salinas una reclamación 

extrajudicial.  Por lo tanto, indicaron que la misma había sido 

presentada de manera tardía y que la señora Pérez había faltado al 

requisito de notificación al Municipio de Salinas dentro de los 

noventa (90) días jurisdiccionales, conforme lo exige la Ley de 
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Municipios Autónomos, supra.  En consecuencia, solicitaron que se 

desestimara con perjuicio la reclamación de la señora Pérez. 

 En respuesta, el 10 de agosto de 2018, la señora Pérez y el 

apelado incoaron su Oposición a Moción de Desestimación Parcial.  

Plantearon que el aludido requisito de notificación tenía sus 

excepciones, toda vez que, pese a que no se había notificado al 

Municipio de Salinas dentro del término exigido, para el mes de 

octubre de 2016, la propia alcaldesa le había ordenado a la señora 

Pérez que fuera al Municipio y presentara su reclamación.  Por 

consiguiente, esgrimieron que la alcaldesa había renunciado al 

requisito de notificación previa.  De otra parte, en igual fecha, 10 de 

agosto de 2018, las partes presentaron el Informe Preliminar entre 

Abogados sobre Conferencia con Antelación a Juicio. 

 En desacuerdo con lo expuesto en la referida oposición, el 17 

de agosto de 2018, los apelantes presentaron una Réplica a: 

“Oposición a Moción de Desestimación Parcial”.  Reiteraron el 

incumplimiento con el requisito de notificación al Municipio de 

Salinas y afirmaron que, para la fecha en que la alcaldesa le indicó 

que hiciera su reclamación ante el Municipio, ya el término de 

noventa (90) días había transcurrido. 

A su vez, el 27 de septiembre de 2018, los apelantes 

presentaron una Moción de Sentencia Sumaria.  En esencia, 

expusieron que el asunto en controversia existente consistía en la 

insuficiencia de la prueba para demostrar la existencia de una 

condición peligrosa provocada por el Municipio de Salinas y que 

ocasionara los alegados daños.  Ante ello, explicaron que conforme 

a la deposición que se le había tomado al joven lesionado el 30 de 

mayo de 2018, resultaba que este nunca vio la roca con la que 

supuestamente se había accidentado.  Argumentaron que ni la 

señora Pérez ni el apelado tomaron fotografías, ni midieron o 
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palparon la roca en cuestión.  Por consiguiente, sostuvieron que la 

prueba con la que contaban era insuficiente para probar su caso.   

Por su parte, el 5 de noviembre de 2018, la señora Pérez y el 

apelado interpusieron una Oposición a Moción de Sentencia Sumaria, 

en la cual argumentaron que el joven perjudicado no vio la roca, 

debido a la yerba o maleza alta del parque, pero la vio luego de sufrir 

el accidente.  Así pues, manifestaron que era previsible que podía 

ocurrir un accidente como el sufrido por el apelado, ya que el parque 

carecía del mantenimiento adecuado.  El 13 de noviembre de 2018, 

los apelantes presentaron una Réplica a: “Oposición a Moción de 

Sentencia Sumaria”.  En síntesis, reiteraron la insuficiencia de 

prueba para probar la reclamación incoada en su contra.   

Entretanto, el 1 de febrero de 2019, notificada el 8 de febrero 

de 2019, el TPI emitió una Sentencia Parcial en la que declaró Ha 

Lugar la Solicitud de Desestimación Parcial presentada por los 

apelantes.  En dicho dictamen, el TPI razonó que no se ofreció 

justificación válida para el incumplimiento con la notificación al 

Municipio de Salinas, por lo que procedía la desestimación con 

perjuicio de la causa de acción incoada por la señora Pérez.  

De igual forma, el 14 de febrero de 2019, notificada el 19 de 

marzo de 2019, el TPI emitió Sentencia en la cual declaró Con Lugar 

la Moción de Sentencia Sumaria interpuesta por los apelantes.  El 

foro a quo determinó que la prueba con la que contaba el apelado 

resultaba insuficiente para establecer con razonable certeza la 

existencia de una condición de peligrosidad en el lugar del accidente.  

Además, sostuvo que el Municipio de Salinas no era un garantizador 

absoluto de todo accidente que ocurra en sus facilidades. 

 Insatisfecho con el curso decisorio, el 3 de abril de 2019, el 

apelado incoó una Moción de Reconsideración.  En específico, adujo 

que el TPI había descansado en el testimonio del joven lesionado, 

pasando por alto el contexto testimonial bajo el cual hacía la 
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declaración.  Reiteró que, desde un inicio, el apelado había 

manifestado que vio la roca luego de haberla pisado y tras caerse al 

suelo.  Además, arguyó que ninguna de la prueba presentada por 

los apelantes hacía alusión a los trabajos de la podadora en el 

parque Arcadio Maldonado.  El apelado peticionó al TPI que 

reconsiderara su determinación, ya que contaba con la prueba 

suficiente para establecer el conocimiento del Municipio de Salinas 

sobre la condición de peligrosidad que provocó los daños sufridos.    

Por su parte, el 11 de abril de 2019, los apelantes presentaron 

su Oposición a: “Moción de Reconsideración”.  Repitieron su 

planteamiento previo en cuanto a que el apelado nunca vio la 

alegada roca y que, finalizado el término de descubrimiento de 

prueba, no contaba con la suficiente para probar su caso.  Por lo 

tanto, procedía declarar No Ha Lugar la solicitud de reconsideración. 

Luego de evaluada las posturas de las partes, el TPI emitió y 

notificó una Resolución el 17 de abril de 2019, mediante la cual 

declaró Con Lugar la Moción de Reconsideración presentada por el 

apelado y, como consecuencia, dejó sin efecto la Sentencia emitida 

previamente el 14 de febrero de 2019.  El TPI expuso que existían 

hechos materiales cruciales que debían dilucidarse durante la 

celebración de una vista evidenciaria.  Específicamente, dispuso que 

la vista se circunscribiría a escuchar los testimonios y determinar el 

tamaño de la piedra, cuándo se observó la piedra, su localización y 

otros factores.  De igual forma, el TPI estableció que le interesaba 

conocer la efectividad del mantenimiento al parque y si la condición 

peligrosa era, en efecto, previsible. 

En la determinación antes detallada, el TPI enumeró las 

determinaciones de hechos sobre las cuales no existía controversia: 

1. El accidente sufrido por el Sr. Polanco Pérez, ocurrió 
el viernes, 11 de febrero de 2016, a eso de las 7:00 

p.m. a 7:30 p.m. (ya estaba oscuro), mientras este 
hacía uso de unas facilidades que ubican en la 
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Comunidad Arcadio Maldonado del Municipio de 
Salinas. 

 
2. En la Comunidad Arcadio Maldonado sita en el 

Municipio de Salinas, se encuentra un complejo 
deportivo donde, entre otros se practica el deporte 
del “soccer”. 

 
3. Para la fecha y lugar mencionados, el Sr. Polanco 

Pérez practicaba el deporte del “soccer”.  Este 

disfrutaba del mismo como un pasatiempo y no 
profesionalmente.  El día del accidente no se llevaba 

a cabo ninguna actividad organizada en el lugar.  
  

4. El día de los hechos y antes del accidente en cuestión 

el Sr. Polanco Pérez y [sic] salió solo de la casa de su 
abuela, hacia el complejo donde iba a practicar 

“soccer”. 
 

5. A pesar de que al momento del accidente ya era de 

noche, había focos en el lugar los cuales proveían 
iluminación. 

 

6. El Sr. Polanco Pérez frecuentaba mucho el parque e 
iba al lugar casi todos los días.  Este frecuentaba ir 

solo. 
 

7. Antes del accidente, por lo general el Sr. Polanco 

Pérez iba a practicar el deporte del “soccer” entre dos 
a tres horas en las referidas facilidades. 

 

8. La última vez que previo al accidente el Sr. Polanco 
Pérez practicó el deporte del “soccer” en el lugar fue 

el jueves (día anterior al accidente) y lo hizo a la 
misma hora aproximadamente en la que ocurrió el 
accidente. 

 
9. El día antes del accidente el Sr. Polanco Pérez hizo 

uso del campo de “soccer” y no sufrió ningún 
percance y/o tuvo algún accidente.  

 

10. Previo al momento del accidente el Sr. Polanco Pérez 
corría por el parque y hacía uso de ambas porterías.  
Las porterías ubicaban una al frente de la otra, en 

direcciones contrarias y las mismas no se removían 
eran fijas. 

 
11. Momentos antes del accidente el Sr. Polanco Pérez  

llevaba unos veinte minutos jugando en el parque 

de “soccer” y no sufrió ningún percance y/o 
accidente. 

 
12. El día del alegado accidente el codemandante 

Polanco Pérez estaba practicando “soccer” en el 

mismo lugar, manera y forma que lo hacía en los 
días anteriores en los cuales no se había 
accidentado. 

 
13. El día antes del accidente (jueves), cuando había 

ido a practicar al parque de “soccer” no se había 
tropezado con ninguna piedra. 
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14. Al momento del accidente el codemandante 
Polanco Pérez iba corriendo a patear el balón de 

“soccer” que se encontraba detenido delante de él 
hacia la portería. 

 
15. No fue hasta un año aproximadamente luego del 

accidente que la parte demandante fue al lugar 

donde ocurrió el mismo para sacar fotos y no 
buscaron ni fotografiaron la alegada piedra. 

 

16. La Sra. Janette Pérez no fue testigo directo del 
accidente de su hijo el Sr. Polanco Pérez y esta, al 

igual que él, nunca vio la alegada piedra. 
 

17. Las instalaciones públicas del parque de la 

Comunidad Arcadio Maldonado, incluyendo el 
parque de fútbol son propiedad del Municipio de 

Salinas. 
 

18. El Municipio de Salinas le brinda mantenimiento a 

las facilidades que ubican a la Comunidad Arcadio 
Maldonado de dicho pueblo, incluyendo al campo de 
“soccer”. 

 
19. El mantenimiento que el Municipio de Salinas le 

brinda a las mencionadas facilidades se llevan a 
cabo cuando menos una vez al mes. El 
mantenimiento consiste en cortar la grama, entre 

otros. En ocasiones y dependiendo de las 
actividades a realizarse en el parque, se puede 
cortar el césped en más de una ocasión al mes y se 

realiza cualquier otro mantenimiento según este 
resulte necesario. 

 
20. Para la fecha del accidente, en el parque de soccer 

no se llevaba a cabo ningún tipo de construcción.  

 
21. Los informes de brigadas sobre el mantenimiento a 

las facilidades antes del accidente con fechas del 3 
de febrero de 2016 y 9 de febrero 2016; así como 
después, del 22 de febrero de 2016, 23 de febrero de 

2016, 8 de marzo de 2016, 9 de marzo de 2016, 17 
de marzo de 2016; no dan constancia y/o registro 
de la existencia de piedra alguna en el lugar.  

 
22. Como se estableció bajo juramento, no 

necesariamente el que llena el informe de brigadas 
identifica específicamente el nombre del parque, 
sino que dentro de los sectores las distintas 

comunidades que se identifican se incluye el 
servicio del mantenimiento al parque donde ocurre 

el accidente. 
 

 Así pues, el 17 de junio de 2019, el apelado presentó una 

Moción para Solicitar Transferencia de Vista Evidenciaria para que se 

Señale Vista Transaccional.  La misma fue declarada No Ha Lugar, 

mediante una Resolución emitida y notificada el 18 de junio de 2019.  
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Además, en dicha Resolución, el TPI apercibió a las partes que 

debían estar preparadas para la celebración del juicio en su fondo. 

El juicio en su fondo se celebró el 25 de junio de 2019.  En 

cuanto a la prueba desfilada, el apelado presentó, y a su vez el foro 

primario admitió como Exhibit 1-A al 1-D de la parte demandante, 

unas fotografías a los únicos fines de ilustrar cuál era el parque 

donde ocurrió el suceso.1  De otra parte, inter alia, la siguiente 

prueba documental fue marcada como Exhibit por estipulación, 

como sigue a continuación: 

i) Exhibit 1 por Estipulación – Informe policiaco de 
incidente; 

 
ii) Exhibit 2 por Estipulación – Documentos médicos 

del apelado; 
 

iii) Exhibit 3 por Estipulación – Certificado Médico del 

apelado con fecha del 29 de julio de 2016, donde se 
hace constar que fue intervenido quirúrgicamente el 

14 de abril de 2016 con una recuperación de tres 
meses y en la cual se programó una segunda cirugía; 

 

iv) Exhibit 4 por Estipulación – Certificado Médico del 
apelado con fecha del 16 de noviembre de 2016, en 
donde se establece que este fue intervenido en dos 

ocasiones, donde se reconstruyó su rodilla izquierda 
y que debido a los daños al Nervio Peroneal se 

encuentra incapacitado permanentemente para 
practicar deportes; 

 

v) Exhibit 5-A al 5-C por Estipulación –Fotografías del 
apelado en silla de ruedas y donde se muestra los 

¨clips” en su pierna izquierda; 
 

vi) Exhibit 6-A al 6-C por Estipulación – Fotografías de 

la pierna intervenida quirúrgicamente; 
 

vii) Exhibit 7-A al 7-C por Estipulación – Fotografías del 

apelado con su pierna enyesada; 
 

viii) Exhibit 8-A al 8-C por Estipulación – Fotografías del 
apelado en una camilla y mostrando la incisión 
producto de la intervención quirúrgica; 

 
ix) Exhibit 9-A al 9-C por Estipulación – Fotografías del 

apelado utilizando yeso y en silla de ruedas; 

x) Exhibit 10 por Estipulación – Récord Médico de 
Inspira; 

 

 
1 Véase, Apéndice XVI del recurso de apelación, Transcripción del juicio celebrado 
el 25 de junio de 2019 (en adelante, Transcripción de la Prueba Oral Estipulada, 

“TPOE”), pág. 354. 
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xi) Exhibit 11 por Estipulación – Expediente Médico del 
apelado; y 

 

xii) Exhibit 12 por Estipulación – Informes de Trabajo 
Diario de las Brigadas.2 

 

Además de la evidencia documental vertida en el juicio en su 

fondo, como testigos se presentaron los testimonios del apelado y, 

su madre, de la señora Pérez.  Concluido el desfile de la prueba del 

apelado, los apelantes presentaron como prueba testifical a los 

siguientes testigos, empleados del Departamento de Obras Públicas 

del Municipio de Salinas: el Sr. Antonio Colón Miranda; el Sr. John 

Cruz Correa; el Sr. José Soto Román; el Sr. William Colón Rodríguez 

y el Sr. Víctor R. Ortiz Figueroa. 

Luego de aquilatada la prueba documental y testifical 

desfilada durante el transcurso del juicio en su fondo, el 30 de julio 

de 2019, notificada el 31 de julio de 2019, el TPI emitió una 

Sentencia mediante la cual declaró Con Lugar la Demanda de autos.  

En consecuencia, luego de realizar la comparación de precedentes y 

realizar los cálculos correspondientes, condenó a los apelantes al 

pago solidario de $60,000.00 por los daños físicos sufridos por el 

apelado, partida que respondía tanto a los daños sufridos como 

consecuencia del accidente, como a las intervenciones quirúrgicas y 

sus tratamientos.  Sin embargo, el TPI destacó que en esta partida 

no se incluyó compensación por incapacidad, toda vez que no se 

presentó prueba pericial a tales efectos.  Además, condenó a los 

apelantes al pago solidario de $45,000.00 por los daños morales y 

angustias mentales sufridas por el apelado, y $50,000.00 por 

concepto de su limitación al goce de la vida.  Por último, los condenó 

al pago de $10,000.00 de honorarios de abogado, más costas.  

En la Sentencia, el TPI plasmó las siguientes determinaciones 

de hechos, las cuales transcribimos in extenso a continuación: 

 
2 Id., a las págs. 403-409.  Véase, además, Minuta del 25 de junio de 2019.   
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1. El accidente sufrido por Polanco Pérez ocurrió el 11 
de febrero de 2016 a eso de las 7:00 a 7:30 p.m. (ya 

estaba oscuro), mientras éste hacía uso de unas 
instalaciones que ubican en la Comunidad Arcadio 

Maldonado que son propiedad del gobierno 
Municipal de Salinas. 

 

2. En la Comunidad Arcadio Maldonado se encuentra 
un complejo deportivo donde, entre otros, se practica 
el deporte del fútbol. 

 
3. Para la fecha y lugar mencionado Polanco Pérez 

practicaba el deporte de fútbol.  Este disfrutaba del 
mismo como un pasatiempo y no profesionalmente.  
El día del accidente no se llevaba a cabo ninguna 

actividad organizada en el lugar.  
 

4. El día del accidente, Polanco Pérez salió solo de la 
casa de su abuela, hacia el complejo donde iba a 
practicar fútbol. 

 
5. A pesar de que al momento del accidente ya era de 

noche, había focos en el lugar los cuales proveían 

iluminación. 
 

6. Polanco Pérez frecuentaba mucho el parque e iba al 
lugar casi todos los días.  Este frecuentaba ir solo.  

 

7. Antes del accidente, por lo general, Polanco Pérez iba 
a practicar el deporte de fútbol entre dos a tres horas 
en las referidas instalaciones. 

 
8. La última vez que Polanco Pérez practicó fútbol en el 

parque de la Comunidad Arcadio Maldonado antes 
del día anterior al accidente fue el día anterior al 
accidente y lo hizo a la misma hora 

aproximadamente en la que ocurrió el accidente. 
 

9. Previo al momento del accidente Polanco Pérez corría 
por el parque y hacía uso de ambas porterías.  Las 
porterías ubicaban una frente a la otra, en 

direcciones contrarias, las mismas no se removían, 
eran fijas y tenían sus mallas puestas. 

 

10. Momentos antes del accidente Polanco Pérez llevaba 
unos veinte minutos jugando en el parque de fútbol 

y no sufrió ningún percance y/o accidente. 
 

11. El día del accidente Polanco Pérez estaba 

practicando fútbol en el mismo lugar, manera y 
forma que lo hacía en los días anteriores en los 

cuales no se había accidentado. 
 

12. El día antes del accidente cuando había ido a 

practicar fútbol, Polanco Pérez no se había tropezado 
con ninguna piedra. 

 

13. Al momento del accidente Polanco Pérez iba 
corriendo a patear el balón de fútbol que se 

encontraba detenido delante de él hacia la portería, 
cuando al pararse sobre una roca su rodilla 
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izquierda se desplazó causando que este se cayera al 
suelo. 

 
14. Contemporáneo a la fecha del accidente los 

demandantes no tomaron fotos del lugar del 
accidente ni de la piedra que sobre la cual se paró 
Polanco Pérez. 

 
15. Las instalaciones públicas del parque Arcadio 

Maldonado incluyendo el parque de fútbol son 

propiedad el Municipio de Salinas. 
 

16. Aunque el Municipio de Salinas le brinda 
mantenimiento a las instalaciones que ubican en la 
Comunidad Arcadio Maldonado de dicho municipio, 

incluyendo el campo de fútbol, dicho mantenimiento 
no era adecuado, pues no era sistemático lo que 

permitía el crecimiento desmedido de la [sic] césped. 
 

17. Polanco Pérez no vio la roca sobre la cual se paró 

mientras corría a patear el balón de soccer ni antes 
de dicho momento.  Pudo observar la roca cuando 

estaba en el suelo y estima que la misma tenía un 
tamaño aproximado de (4) cuatro pulgadas. 

 

18. Al momento del accidente, la yerba en el parque de 
fútbol de la Comunidad Arcadio Maldonado medía 
entre nueve (9) a diez (10) pulgadas de alta. 

 
19. Como resultado del accidente, el 11 de febrero de 

2016, Polanco Pérez fue atendido en sala de 
emergencia del Hospital San Lucas de Guayama. 

 

20. El 12 de febrero de 2016 Polanco Pérez fue 
examinado por el Cirujano Ortopeda Carlos Colón 
Gómez. 

 
21. Ese mismo día el Dr. Carlos Colón Gómez ordenó 

imágenes de resonancia magnéticas (MRI) de la 
rodilla izquierda de Polanco Pérez. 

 

22. Dicho MRI tomado el 7 de marzo de 2016 concluyó 
que Polanco Pérez había sufrido un desgarre 

completo del ligamento cruzado anterior y un edema 
de la médula ósea en el cóndilo femoral medial y la 
meseta tibial.  

  
23. Estudios de conducción nerviosa realizados por el 

Dr. Esteban J. Linares, fisiatra, en la pierna 

izquierda de Polanco Pérez también revelaron daños 
al nervio Perional. 

 
24. El 14 de abril de 2016 Polanco Pérez tuvo que ser 

intervenido quirúrgicamente por el Dr. Colón Gómez 

para la colocación de fijadores internos en su rodilla 
izquierda y reparación de un desgarre del ligamento 

LCL. 
25. Con resultado de dicha intervención quirúrgica 

Polanco Pérez estuvo con su pierna izquierda 

inmovilizada por espacio de 3 meses mientras se 
recuperaba. 
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26. El 11 de agosto de 2016 Polanco Pérez tuvo que ser 
intervenido quirúrgicamente por segunda ocasión 

por el Dr. Colón Gómez para la reparación del 
ligamento cruzado anterior y reconstrucción de su 

rodilla izquierda. 
 

27. Con resultado de dicha intervención quirúrgica 

Polanco Pérez estuvo con su pierna izquierda 
inmovilizada por espacio de 3 meses mientras se 
recuperaba. 

 
28. Como resultado del accidente sufrido y de 2 

operaciones Polanco Pérez estuvo confinado en una 
silla de rueda con un inmovilizador en su pierna 
izquierda por espacio de 8 meses. 

 
29. En la actualidad Polanco Pérez para poder caminar 

evitando el síndrome de drop foot tiene que utilizar 
una prótesis (mafo) en su pierna izquierda el cual 
tendrá que utilizar de por vida. 

 
30. Como resultado de los daños sufridos por Polanco 

Pérez en su rodilla izquierda el Dr. Colón Gómez 
emitió una certificación médica en la que establece 
que Polanco Pérez quedó incapacitado 

permanentemente para llevar a cabo cualquier tipo 
de deporte.  Esto incluye poder correr y trotar. 

 

31. Como resultado de los daños sufridos por Polanco 
Pérez en su rodilla izquierda, así como por las 

secuelas de estos daños en el aspecto físico 
emocional de Polanco Pérez, éste estuvo sumergido 
en un estado de ansiedad y depresión que le requirió 

tratamiento sicológico y siquiátrico. 
 

32. Las facilidades públicas del parque de la Comunidad 

Arcadio Maldonado, incluyendo, pero no limitado al 
parque de fútbol son propiedad del Municipio de 

Salinas. 
 

33. Al momento del accidente en cuestión, MAPFRE 

había emitido una póliza 1600861500014 de 
responsabilidad pública a favor del Municipio de 

Salinas con límites de $500,000.00 por ocurrencia. 
 

Inconforme con el dictamen del TPI, el 26 de septiembre de 

2019, los apelantes instaron el recurso de apelación de epígrafe en 

el cual adujeron que el TPI cometió cinco (5) errores, a saber: 

Erró el TPI de manera crasa y manifiesta al determinar 
que la aquí apelante incurrió en la negligencia alegada. 
 

Erró el TPI al conceder a la parte apelada la suma de 
$60,000.00 por concepto de daños físicos, cuando la 

cuantía base en el precedente utilizado para otorgarla; 
incluye la partida por sufrimientos y angustias. 
 

Erró el TPI al conceder a la parte apelada la suma de 
$45,000.00 como una partida a indemnizarse por 
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concepto de sufrimientos y angustias mentales, cuando 
la misma está incluida en la partida de $60,000.00 

concedida por daños físicos lo que constituye una 
duplicidad en la indemnización por dicho concepto y 

porque aún considerándola por separado resulta 
sumamente alta e irrazonable a la luz de la prueba.  
 

Erró el TPI al conceder a la parte apelada la suma de 
$50,000.00 como una partida a indemnizarse por 
concepto a la limitación del goce de la vida, adicional a 

la partida de $45,000.00 por concepto de daños morales 
y angustias mentales. 

 
Erró el TPI al concederle a la parte apelada la suma de 
$10,000.00 por concepto de honorarios de abogados; 

cuando de los autos del caso surge que durante el tracto 
procesal del caso el proceder del abogado y la parte 

apelante obraron de buena fe; que las controversias 
planteadas y dilucidadas eran genuinas y que a la luz 
del derecho aplicable no se incurrió en conducta 

temeraria.  
 

Como parte del Apéndice del recurso de apelación, los 

apelantes anejaron la transcripción de la prueba oral.  Mediante una 

Resolución emitida el 29 de octubre de 2019, dimos por estipulada 

la transcripción de la prueba oral debido a que el apelado no 

presentó objeción alguna a la misma.  Además, el 22 de noviembre 

de 2019, el apelado presentó su Alegato de la Parte Apelada.  

Subsecuentemente, emitimos una Resolución el 12 de diciembre de 

2019, a los fines de tramitar la solicitud, en calidad de préstamo, los 

autos originales pertenecientes al TPI.  Dicha solicitud culminó en 

el envío oportuno de los autos originales a este Tribunal.  

 Con el beneficio de ambas comparecencias, la transcripción 

de la prueba oral, los documentos obrantes en el expediente y los 

autos originales del caso, exponemos el derecho aplicable. 

II. 

A. 

La teoría sobre daños y perjuicios, cimentada en el Artículo 

1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141, establece que quien por 

acción u omisión cause daño a otro, mediando culpa o negligencia, 

está obligado a reparar el daño causado.  Fraguada Bonilla v. Hosp. 

Aux. Mutuo, 186 DPR 365, 374 (2012); Cintrón Adorno v. Gómez, 147 
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DPR 576, 598 (1999).  Para hacer una reclamación bajo dicho 

precepto es necesario que concurran los siguientes elementos: (1) 

un acto u omisión negligente o culposa; (2) el daño; y (3) la relación 

causal entre el acto u omisión culposa o negligente y el daño 

sufrido.  Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 843 (2010); 

Pons v. Engebretson, 160 DPR 347, 354 (2003); Elba A.B.M. v. U.P.R., 

125 DPR 294, 308 (1990). 

Con relación al primer requisito, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha expresado que el concepto “culpa” del Artículo 1802 

del Código Civil, supra, es tan amplio y abarcador como suele ser la 

conducta humana e incluye cualquier falta de una persona que 

produce un mal o daño.  Nieves Díaz v. González Massas, supra.  

Ahora bien, esta culpa o negligencia consiste en la omisión de 

aquella diligencia que exija la naturaleza de la obligación y que 

corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del 

lugar.  La diligencia exigible en estos casos es la que le 

correspondería ejercer a una persona prudente y razonable.  Nieves 

Díaz v. González Massas, supra, a la pág. 844; Elba A.B.M. v. U.P.R., 

supra, a la pág. 309. 

Este deber de cuidado consiste en la obligación de todo ser 

humano de anticipar el peligro de ocasionar daños, cuya 

probabilidad es razonablemente previsible.  Nieves Díaz v. González 

Massas, supra; López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 119, 132 (2004).  La 

determinación de si hubo negligencia se fundamenta en la 

consideración objetiva de lo que hubiese podido anticipar o prever 

una persona prudente y razonable bajo idénticas 

circunstancias.  Nieves Díaz v. González Massas, supra.  Este deber 

de anticipar y evitar la ocurrencia de un daño, cuya probabilidad es 

razonablemente previsible, no se extiende a todo riesgo 

posible.  López v. Dr. Cañizares, supra, a la pág. 133; Montalvo v. 

Cruz, 144 DPR 748, 756 (1998).  Lo medular es que se pueda prever 
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en forma general las consecuencias de determinada acción o 

inacción.  Montalvo v. Cruz, supra. 

Resulta menester reseñar que la segunda oración del Artículo 

1802, establece que “[l]a imprudencia concurrente del perjudicado 

no exime de responsabilidad, pero conlleva la reducción de la 

indemnización”.  Esto se conoce como la doctrina de la negligencia 

comparada y su efecto es atenuar la responsabilidad de la parte 

demandada de acuerdo con el grado de negligencia desplegado por 

la parte demandante que contribuye a la producción de sus propios 

daños.  Colón Santos v. Coop. Seg. Múlt. P.R., 173 DPR 170, 178 

(2008).  Conforme esta doctrina “la negligencia concurrente o 

contribuyente del demandante (y la asunción de riesgos por éste), 

sirve para mitigar, atenuar o reducir la responsabilidad pecuniaria 

del demandado, pero no para eximir totalmente de responsabilidad 

a éste.”  Quiñones López v. Manzano Pozas, 141 DPR 139, 176 

(1996). 

Por otro lado, el elemento de previsibilidad se encuentra 

relacionado con el requisito de nexo causal.  Precisa señalar sobre 

este particular que en nuestra jurisdicción rige la doctrina de 

causalidad adecuada, la cual postula que no es causa toda 

condición sin la cual no se hubiera producido el resultado, sino la 

que ordinariamente lo produce según la experiencia general.  Nieves 

Díaz v. González Massas, supra; Ramos Milano v. Wal-Mart, 168 DPR 

112, 120 (2006) (Sentencia).  La relación causal, elemento 

imprescindible en una reclamación por daños y perjuicios, es un 

elemento del acto ilícito que vincula al daño directamente con el 

hecho antijurídico.  Nieves Díaz v. González Massas, supra, a las 

págs. 844-845.  En fin, para determinar cuál fue la causa del daño, 

el demandante tiene que probar que la omisión del demandado fue 

la que con mayor probabilidad ocasionó el perjuicio reclamado.  

Ramos Milano v. Wal-Mart, supra. 
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De otra parte, el concepto de daño ha sido definido como “todo 

aquel menoscabo material o moral que sufre una persona ya en sus 

bienes vitales naturales, ya en su propiedad o en su patrimonio, 

causado en contravención a una norma jurídica y por el cual ha de 

responder otra”.  Santini Rivera v. Serv. Air, Inc., 137 DPR 1, 7(1994).  

Véase, además, Nieves Díaz v. González Massas, supra, a la pág. 

845.  Con relación al nexo causal y la doctrina de causa 

interventora, conviene profundizar en que para determinar si un 

acto constituye o no la causa próxima o suficiente de un daño, hay 

que mirar de manera retroactiva el acto negligente para determinar 

si el mismo produce como consecuencia razonable y ordinaria el 

daño reclamado.  Arroyo López v. E.L.A., 126 DPR 682, 690 (1990); 

Estremera v. Inmobiliaria, 109 DPR 852, 857 (1980). 

Como corolario, en reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo 

ha puntualizado que nuestro ordenamiento jurídico provee dos tipos 

de daños, los llamados daños pecuniarios o económicos y los daños 

morales.  Cintrón Adorno v. Gómez, supra, a la pág. 587.  Los daños 

económicos se clasifican como los emergentes o lucro cesante y los 

daños morales como las angustias físicas, angustias mentales, 

pérdida de compañía, afecto e incapacidad.  Id.  Así pues, los 

sufrimientos y las angustias mentales responden al daño moral o 

daño no patrimonial, los cuales pertenecen al campo de la afección 

y no a la realidad material o económica.  Id., a la pág. 589.  Por ello, 

como daño moral se ha indemnizado por la limitación física futura 

y por no poder hacer las cosas que el perjudicado podía realizar 

antes de sufrir el daño.  Ruiz Santiago v. ELA, 116 DPR 306, 324 

(1965); Morales Muñoz v. Castro, 85 DPR 288, 297 (1962).   

De igual forma, las partidas de sufrimientos, angustias 

mentales y la pérdida del disfrute de la vida corresponden a los 

daños morales sufridos.  Cintrón Adorno v. Gómez, supra, a la pág. 



 
 

 
KLAN201901096 

    

 

19 

597.  Lo imprescindible en este tipo de controversia es la existencia 

de un daño real y no uno hedónico.  Id., a las págs. 599-603. 

Con relación a una reclamación por daños y perjuicios al 

amparo del Artículo 1802, supra, contra un Municipio, la Ley Núm. 

81-1991, conocida como la Ley de Municipios Autónomos, según 

enmendada, 21 LPRA sec. 4703, permite que este responda por los 

daños personales o a la propiedad, ocasionados por su culpa o 

negligencia, siempre y cuando se cumpla con las condiciones que 

impone la propia ley.  Rivera Serrano v. Mun. de Guaynabo, 191 DPR 

679, 685 (2014); Rivera Fernández v. Mun. Carolina, 190 DPR 196, 

203 (2014). 

B. 

En lo pertinente a la controversia ante nuestra consideración, 

el Tribunal Supremo ha reconocido la existencia de ciertas 

actividades específicas que conllevan un deber especial de 

vigilancia, cuidado y protección de quien las lleve a cabo, hacia el 

público en general o hacia ciertas personas en particular.  Esta 

responsabilidad, que genera un deber de cuidado mayor al exigible 

a una persona cualquiera, se fundamenta en las circunstancias de 

la situación (entiéndase el tiempo, el lugar y las personas), y en las 

exigencias de la obligación particular en la que se sitúan los 

involucrados.  Administrador v. ANR, 163 DPR 48, 60 (2004). 

Es decir, en el caso de una empresa que mantiene abierto al 

público un establecimiento, con el propósito de llevar a cabo 

operaciones comerciales para su propio beneficio, tiene el deber de 

mantener dicho establecimiento en condiciones de seguridad tales 

que sus clientes no sufran daño alguno.  Colón y otros v. K-Mart y 

otros, 154 DPR 510, 518 (2001).  Este deber implica que el dueño u 

operador debe ejercer un cuidado razonable para mantener la 

seguridad de las áreas accesibles al público, para evitar que sus 

clientes sufran algún daño.  Colón y otros v. K-Mart y otros, supra, 
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citando a Soc. Gananciales v. G. Padín Co., Inc., 117 DPR 94, 104 

(1986).  Ahora bien, lo anterior no significa que el dueño de un 

establecimiento comercial asume una responsabilidad absoluta 

frente a cualquier daño sufrido por sus clientes.  Colón y otros v. K-

Mart y otros, supra, a la pág. 518.  Por ello, para imponer 

responsabilidad, el reclamante tiene que probar que el dueño no 

ejerció el debido cuidado para que el local fuese seguro.  Id., a las 

págs. 518-519.   

De forma similar ocurre en el caso particular de los 

municipios, por lo que el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido que existe un deber de estos de mantener sus aceras o 

predios en razonable estado de seguridad.  Se ha explicado que no 

tiene que mantenerlos “en un estado perfecto, ni ser un asegurador 

absoluto de la seguridad de todo peatón, pero sí tiene tal deber y 

obligación”.  Pérez v. Mun. de Lares, 155 DPR 697, 711-712 (2001).   

A tenor con lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha impuesto responsabilidad siempre que el demandante pruebe 

que existían condiciones peligrosas, “las cuales eran de 

conocimiento de los propietarios o su conocimiento podía 

imputárseles a éstos”.  Colón y otros v. K-Mart y otros, supra, a la 

pág. 519, citando a Cotto v. C.M Ins. Co., 116 DPR 644, 650 (1985).  

Para ello, el demandante tiene que probar que su daño se debió a la 

existencia de una condición peligrosa, que esa condición fue la que 

con mayor probabilidad ocasionó el daño y que esta era conocida 

por el demandado, o que debió conocerla.  Colón y otros v. K-Mart y 

otros, supra.  Es decir, le corresponde a la parte actora el peso de la 

prueba respecto a la alegada negligencia.  La parte demandante 

tiene la obligación de poner al tribunal en condiciones de poder 

hacer una determinación clara y específica sobre negligencia 

mediante la presentación de prueba a esos efectos.  Cotto v. C.M Ins. 

Co., supra, a las págs. 650-651.    
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En Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón Rosa, 151 DPR 711, 724 

(2000), el Tribunal Supremo de Puerto Rico resumió la norma de la 

siguiente manera: 

El mero hecho de que acontezca un accidente, no da 

lugar a inferencia alguna de negligencia.  […]  El Art. 
1802 del Código Civil de Puerto Rico, supra, fuente de 

nuestro derecho de daños, no permite tal conclusión.  
Para que prospere una acción en daños en nuestra 
jurisdicción, es preciso que el demandante demuestre, 

por preponderancia de prueba, la realidad del daño 
sufrido, la existencia de un acto u omisión negligente y, 

además, el elemento de causalidad.  La suficiencia, 
contundencia o tipo de prueba presentada, así como el 
valor que los tribunales le darán, dependerá, 

naturalmente, de las circunstancias particulares de 
cada caso de conformidad con nuestro derecho 
probatorio.  Sin embargo, la prueba presentada deberá 

demostrar que el daño sufrido se debió con mayores 
probabilidades a la negligencia que el demandante 

imputa.  Se requiere, además, que la relación de 
causalidad entre el daño sufrido y el acto negligente no 
se establezca a base de una mera especulación o 
conjetura.  […] (Citas omitidas).   
  

Específicamente, en cuanto a casos de daños y perjuicios a 

consecuencia de caídas, la parte demandante debe probar como 

parte esencial de la causa de acción que ejercita, la existencia de la 

condición de peligrosidad que ocasionó la caída.  Cotto v. C.M Ins. 

Co., supra, a la pág. 651.  Lo anterior, pues no existe 

responsabilidad por daños resultantes de condiciones peligrosas 

que desconoce, y que una inspección razonable no descubriría, o de 

condiciones de las cuales no se anticiparía un riesgo no razonable.  

Goose v. Hilton Hotels, 79 DPR 523, 527-528 (1956).  No obstante, 

el visitante tiene derecho a suponer que se ha ejercido el cuidado 

debido para que el lugar sea seguro y no viene obligado a estar a la 

expectativa para descubrir posibles defectos.  Id., a la pág. 528.   

C. 

En lo que respecta a la valoración del daño, en los casos de 

daños y perjuicios, específicamente, se ha reconocido que la tarea 

judicial de estimar y valorar los daños resulta difícil y angustiosa 

porque no existe un sistema de computación que permita llegar a 
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un resultado exacto con el cual todas las partes queden 

completamente complacidas.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 

DPR 889, 909 (2012).  Es por ello que los tribunales apelativos 

guardarán deferencia a las valorizaciones de daños que hagan los 

foros de primera instancia, ya que estos son los que tienen contacto 

directo con la prueba testifical y quedan en mejor posición para 

emitir un juicio.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra; Herrera, 

Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vincéns, 179 DPR 774, 785 (2010).   

Cónsono con lo anterior, no intervendremos con las 

estimaciones de daños que los tribunales de instancia realicen, salvo 

cuando la cuantía concedida advenga ridículamente baja o 

exageradamente alta.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra; 

Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vincéns, supra, a las págs. 784-

785.  Lo anterior, debido a “que ese ejercicio de valoración de daños 

involucra cierto grado de especulación y elementos subjetivos, tales 

como la discreción y el sentido de justicia y conciencia humana del 

juzgador de los hechos”.  Santiago Montañez et al. v. Fresenius 

Medical, 195 DPR 476, 490 (2016), citando a Herrera, Rivera v. SLG 

Ramírez-Vicéns, supra; Publio Díaz v. ELA, 106 DPR 854, 867-868 

(1978); Urrutia v. AAA, 103 DPR 643, 647 (1975). 

Al revisar una sentencia del Tribunal de Primera Instancia que 

concedió daños, los foros apelativos deben considerar la prueba 

desfilada y concesiones otorgadas en casos similares resueltos 

anteriormente.  Santiago Montañez et al. v. Fresenius Medical, supra, 

a la pág. 491, citando a Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra; 

Herrera, Rivera v. SLG Ramírez Vicéns, supra.  A pesar de que 

reconocemos que cada caso es distinto y tiene circunstancias 

particulares, los precedentes son referencia útil para la 

determinación en cuanto a si la compensación es exageradamente 

alta o ridículamente baja.  Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, 

a las págs. 909-910. 
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Recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico en 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, a la pág. 914, adoptó un 

método de valoración de daños que utiliza el índice de precios al 

consumidor con año base reciente para actualizar al valor presente 

las compensaciones concedidas en precedentes judiciales.  Al así 

hacerlo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico concluyó que “se hace 

innecesario el ajuste correspondiente al crecimiento económico que 

señala el profesor Amadeo Murga como segunda parte del proceso 

de actualización de las partidas concedidas cuando se utiliza el 

índice de precios al consumidor.”  Al explicar los fundamentos para 

dicha determinación, en Rodríguez et al. v. Hospital et al., supra, a 

las págs. 911-914, el Tribunal Supremo de Puerto Rico explicó, in 

extenso, como sigue: 

El valor adquisitivo del dólar se deriva del índice 

de precios al consumidor.  El Departamento del Trabajo 
y Recursos Humanos, adoptó en el 2009 un nuevo 
índice de precios al consumidor, que utiliza como año 

base el 2006, y dejó atrás la versión anterior que 
utilizaba el 1984 como año base. [nota al calce omitida] 

Ese nuevo índice de precios se desarrolló en 
colaboración con el Negociado de Estadísticas del 
Departamento del Trabajo Federal.  El libro de Amadeo 

Murga que utilizamos como referencia en Herrera, 
Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, supra, se valía del 

índice de precios que usaba el 1984 como año base. 
 

El índice de precios al consumidor es la 
herramienta que utiliza el Departamento del Trabajo y 
Recursos Humanos para medir los cambios en el costo 

de vida en Puerto Rico.3  Surge de una serie de modelos 
estadísticos, entre los que se encuentra la canasta de 
artículos y servicios.  Esta canasta resulta ser una 

descripción de los gastos usuales en los que incurre una 
familia típica en Puerto Rico en determinado momento, 

a los precios que los venden en los lugares en que 
usualmente los adquieren.4  También considera los 
ingresos.5  Véase, además, A.J. Amadeo Murga, El Valor 
de los daños en la responsabilidad civil, 2da ed., 
España, Bosch Editor, 2012, págs. 70-71.  Es decir, con 

 
3 Nota al calce en el original:  

Informe a la Junta de Directores sobre la concatenación del Índice de Precios al 

Consumidor, 6 de diciembre de 2009, pág. 1.  Disponible en:  

http://cce.estadisticas.gobierno.pr/Documentos/99DBD8CE-B1BB-4D2C-

A2FC-3D52ED53346D/comunicado_20091206.pdf (última visita 16 de enero de 

2020).   
4 Nota al calce en el original: 

Id., pág. 1. 
5 Nota al calce en el original: 

Id., a la pág. 6. 
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el cambio en el año base se reconsideran los artículos 
que se incluyen en esa canasta de artículos y servicios, 

acorde con los cambios en el consumo de la población.  
J.J. Álvarez González y L.M. Pellot Juliá, 

Responsabilidad Civil Extracontractual, 81 Rev. Jur. 
U.P.R. 661 (2012).  M.Z. Olmo Quiñones y J.A. Villeta 
Trigo, Revisión del Índice de Precios al consumidor, 19 

(Núm. 54) Rev. Trab. 46 (abril 2008). 
 

Recientemente, Amadeo Murga publicó una 
nueva edición de su libro.  En ella desfavorece el nuevo 
índice de precios al consumidor.  Su reserva consiste en 

que, según su análisis, con el nuevo índice el costo de 
vida en Puerto Rico resulta más bajo que en Estados 

Unidos lo que entiende contrasta con la realidad.  
Amadeo Murga, op cit., 2da ed., págs. 71-72.  El 
tratadista en su nueva edición prefiere utilizar el 

producto bruto per cápita como herramienta para traer 
al valor presente partidas concedidas en el pasado.  

Amadeo Murga señala que la Junta de Planificación 
publica consistentemente ese índice, y toma en 
consideración el aumento por inflación y el aumento por 

el nivel de vida.  Amadeo Murga, op cit., 2da ed., pág. 
72.6 

 
Sin embargo, al mismo tiempo Amadeo Murga 

reconoce que el índice de precios al consumidor es el 
mecanismo que más frecuentemente se utiliza para 
computar el valor relativo de la moneda.  Amadeo Murga, 

op cit., 2da ed., pág. 70.  Por ello, no lo descarta como 
alternativa, aunque recomienda que si se opta por 

continuar con su uso, se haga un ajuste adicional por 
el crecimiento económico.  En la primera edición de su 
libro, esa segunda parte del proceso se reservó para 

cuando se traían partidas concedidas muchos años 
antes.  Véase, Amadeo Murga, op cit., 2da ed., pág. 72; 

Amadeo Murga, op cit., 1ra ed., págs. 102-105.  (Énfasis 
suplido). 

 

En contraste, otros tratadistas continúan 
utilizando el índice de precios al consumidor para 

actualizar al valor presente compensaciones 
concedidas en el pasado y desfavorecen la segunda 
parte del proceso para hacer un ajuste adicional por el 

crecimiento económico.  Incluso, sostienen esta 
posición al considerar el nuevo índice de precios al 
consumidor, con el 2006 como año base.  Véase Álvarez 

González y Pellot Juliá, supra. 
 

 
6 Nota al calce en el original: 

Cabe destacar que, según el boletín de “Actividad SocioEconómica de Puerto Rico” 
que publica la Junta de Planificación, el Producto Bruto es el valor en el mercado 

de la producción económica que originan los residentes de Puerto Rico.  Actividad 

SocioEconómica de Puerto Rico, Junta de Planificación, Volumen IV Número 5, 

Mayo 2012, pág. 4.  Esa definición es cónsona con la que provee Amadeo Murga, 

quien indica que “[e]l índice representa el conjunto de bienes y servicios 

producidos por los ciudadanos de Puerto Rico, dividido entre el número de 
habitantes a precios corrientes”.  A.J. Amadeo Murga, El valor de los daños en la 
responsabilidad civil, 2da ed., España, Bosch Editor, 2012, pág. 72.  Es decir, 

mientras el Producto Bruto mide la producción de una localidad, el índice de 

precios al consumidor mide el consumo.   
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El profesor Álvarez González no ve justificación 
para que se añada una segunda parte al proceso de 

actualizar al valor presente cifras concedidas en el 
pasado cuando se utiliza el índice de precios al 

consumidor, como propone Amadeo Murga.  Sus 
reservas a la segunda parte del proceso se basan en que 
el índice de precios al consumidor ya considera el 

crecimiento económico, y hacer un cálculo adicional 
significaría compensar más a las víctimas presentes, y 
sus familiares, que a las del pasado.  Álvarez González 

y Pellot Juliá, supra. 
 

Según Amadeo Murga, la segunda parte del 
proceso, que en la primera edición de su libro se 
reservaba para aquellos casos que datan de mucho 

tiempo atrás, tiene el propósito de hacer un ajuste 
adicional “para adecuar la compensación a una 

economía que goza de un nivel o estándar de vida 
mayor”.  Entendemos que esa adecuación se hace 
innecesaria cuando, conjunto con el año base, se 

actualiza la canasta de bienes y servicios de la que se 
obtiene el índice de precios al consumidor, que evalúa 

los cambios en los ingresos, así como en los artículos y 
servicios que se consumen.  Es recomendable que se 
haga una revisión del índice de precios cada diez años.  

Olmo Quiñones y Villeta Trigo, supra, pág. 47. Como 
enfatizan el profesor Álvarez González y Pellot Juliá: 

 
Tenemos dudas sobre la justificación de 
hacer ese segundo cómputo.  Recuérdese 

que de lo que se trata es de conceder una 
partida por daños morales que carecen de 
valor económico intrínseco que refleje una 

suma que compense esos daños, con vista 
a las ejecutorias judiciales pasadas.  No 

comprendemos por qué deba hacerse un 
cómputo distinto y adicional al que 
pretende conceder hoy un valor 

comparable al que se concedió ayer por 
sufrimientos de intensidad y consecuencia 

psíquica similares.  El único fundamento 
que podría justificar un cómputo adicional 
basado en la mayor calidad de vida actual 

en comparación con el pasado es que la 
intensidad del sufrimiento moral aumenta 
según la sociedad progresa.  Esa premisa 

no parece justificable; no creemos que 
pueda decirse que la intensidad del 

sufrimiento moral de una persona tenga 
relación alguna con ese progreso. 
Pensamos que el sufrimiento de un padre o 

madre por la pérdida de un hijo, por 
ejemplo, presumiendo que exista una 
relación afectiva similarmente estrecha, no 

varía de época en época.  Álvarez González 
y Pellot Juliá, supra, pág. 677. 

 
Esto nos lleva a concluir que cuando utilizamos 

un índice de precios al consumidor cuyo año base es 

reciente, como en este caso, se hace innecesario el 
ajuste correspondiente al crecimiento económico que 
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señala el profesor Amadeo Murga como segunda parte 
del proceso de actualización de las partidas concedidas 

cuando se utiliza el índice de precios al consumidor. 
 

Resulta indispensable señalar que, en Santiago Montañez et 

al. v. Fresenius Medical, supra, a las págs. 496-497, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico reafirmó lo anterior cuando expuso como 

sigue a continuación: 

[…] Empero, rechazamos realizar el ajuste que 
recomendó Amadeo Murga y adoptamos la postura del 

Prof. José Julián Álvarez González, quien desfavorece 
que se haga un ajuste adicional por el crecimiento 
económico cuando se utiliza el nuevo índice de precios 

al consumidor.  Véase: J.J. Álvarez González y L.M. 
Pellot Juliá, Responsabilidad Civil Extracontractual, 81 

Rev. Jur. UPR 661 (2012).  Así, concluimos que cuando 
utilizamos un índice de precios al consumidor cuyo año 
base es reciente es innecesario realizar el ajuste que 

señala Amadeo Murga como segunda parte del proceso 
de actualización de las partidas concedidas.  Rodríguez 
et al. v. Hospital et al., supra, pág. 914.  Asimismo, 
establecimos que si del proceso de actualización 
resultan cuantías que consideramos muy bajas, puede 

responder a que las partidas concedidas en el pasado 
también eran muy bajas, por lo que procedería 

aumentar la indemnización a concederse si las 
circunstancias particulares del caso lo justifican.  Íd., 
pág. 915.  Véase también: Álvarez González y Pellot 

Juliá, supra, págs. 678-679. 
 

D. 

Por otro lado, la Regla 44.1(d) de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V R. 44.1(d), rige la imposición de honorarios de abogado y 

establece lo que sigue a continuación:     

(d) Honorarios de abogado. - En caso de que cualquier 
parte o su abogado o abogada haya procedido con 

temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 
su sentencia al responsable el pago de una suma por 
concepto de honorarios de abogado que el tribunal 

entienda correspondan a tal conducta.  En caso que el 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus municipios, 
agencias o instrumentalidades haya procedido con 

temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 
su sentencia una suma por concepto de honorarios de 

abogado, excepto en los casos en que esté expresamente 
exento por ley del pago de honorarios de abogado.     

 

 Aunque la Regla antes citada no define lo que significa la 

temeridad, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que “la 

temeridad es una actitud que se proyecta sobre el procedimiento y 
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que afecta el buen funcionamiento y la administración de la 

justicia”.  Jarra Corp. v. Axxis Corp., 155 DPR 764, 779 

(2001).  Asimismo, ha definido el concepto de temeridad como 

aquella conducta que promueve un pleito que se pudo obviar, lo 

prolonga innecesariamente o que obliga a una parte a envolverse en 

trámites evitables.  Andamios de P.R. v. Newport Bonding, 179 DPR 

503, 519-520 (2010); Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 178 DPR 

476, 504 (2010); Colón Santos v. Coop. Seg. Múlt. P.R., 173 DPR 170, 

188 (2008).     

Según se ha resuelto jurisprudencialmente, su propósito es 

penalizar a la parte “que por su terquedad, obstinación, contumacia 

e insistencia en una actitud desprovista de fundamentos, obliga a la 

otra parte, innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo 

e inconveniencias de un pleito”.  Andamios de P.R. v. Newport 

Bonding, supra, a la pág. 520.  El Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado, además, que la imposición de honorarios de abogado 

por temeridad persigue castigar aquellos litigantes que obligan a 

otras personas a incurrir en gastos innecesarios al interponer pleitos 

frívolos, o alargar innecesariamente aquellos ya radicados.  Oliveras, 

Inc. v. Universal Ins. Co., 141 DPR 900, 936 (1996); Elba A.B.M. v. 

U.P.R., supra, a la pág. 329; Fernández v. San Juan Cement Co., Inc., 

118 DPR 713, 718 (1987).     

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido que, al 

imponer honorarios de abogado a la parte temeraria, “los tribunales 

descansarán en su discreción y determinarán la cuantía que 

aplicarán por: (1) el grado de temeridad; (2) el trabajo realizado; (3) 

la duración y naturaleza del litigio; (4) la cuantía involucrada; y (5) 

el nivel profesional de los abogados.  C.O.P.R. v. S.P.U., 181 DPR 299, 

342-343 (2011).        

La imposición de honorarios de abogados recae en la sana 

discreción del foro correspondiente y solamente se intervendrá con 
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ella en casos en que dicho foro haya abusado de tal 

facultad.  Marrero Rosado v. Marrero Rosado, supra.  Sin embargo, 

una vez fijada la existencia de temeridad, la imposición del pago de 

honorarios de abogado es mandatoria.  Marrero Rosado v. Marrero 

Rosado, supra.     

E. 

Por último, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

puntualizado reiteradamente que los tribunales apelativos no 

debemos intervenir con la apreciación de la prueba, la adjudicación 

de credibilidad o las determinaciones de hechos de los tribunales de 

primera instancia.  E.L.A. v. S.L.G. Negrón-Rodríguez, 184 DPR 464, 

486 (2012); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 

(2007).  

La Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 42.2, 

expresamente dispone que las determinaciones de hechos de los 

tribunales de instancia basadas en testimonio oral, no se dejarán 

sin efecto a menos que sean claramente erróneas y que se debe dar 

consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador 

para juzgar la credibilidad de los testigos.  Esta deferencia hacia el 

foro primario responde al hecho de que el juez sentenciador es el 

que tiene la oportunidad de recibir y apreciar toda la prueba oral 

presentada, de escuchar la declaración de los testigos y evaluar su 

demeanor y confiabilidad.  Suárez Cáceres v. Com. Estatal 

Elecciones, 176 DPR 31, 67 (2009); López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 

119, 135 (2004). 

El juez, ante quien declaran los testigos, es quien tiene la 

oportunidad de verlos y observar su manera de declarar, apreciar 

sus gestos, titubeos, contradicciones y todo su comportamiento 

mientras declaran; factores que van formando gradualmente en su 

conciencia la convicción en cuanto a si dicen la verdad.  Suárez 

Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, supra, a la pág. 68.  Así, le 
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compete al foro apelado la tarea de aquilatar la prueba testifical que 

ofrecen las partes y dirimir su credibilidad.  González Hernández v. 

González Hernández, 181 DPR 746, 776-777 (2011); Sepúlveda v. 

Depto. de Salud, 145 DPR 560, 573 (1998).  

Sin embargo, la doctrina de deferencia judicial no es de 

carácter absoluto, pues la misma debe ceder ante las posibles 

injusticias que puedan acarrear unas determinaciones de hechos 

que no estén sustentadas por la prueba desfilada ante el foro 

primario.  Pueblo v Irizarry, 156 DPR 780, 797-798 (2002).  Así, como 

foro apelativo, podemos intervenir con la apreciación de la prueba 

oral que haga el Tribunal de Primera Instancia, cuando el foro 

primario actúe con pasión, prejuicio o parcialidad, o incurra en un 

error manifiesto al aquilatarla.  González Hernández v. González 

Hernández, supra; Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 

DPR894, 916 (2011); Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 

649, 664 (2000).  

Además, se podrá intervenir cuando la apreciación de la 

prueba no represente el balance más racional, justiciero y jurídico 

de la totalidad de la prueba y cuando la apreciación de la misma se 

distancia de la realidad fáctica o ésta es inherentemente imposible 

o increíble.  González Hernández v. González Hernández, supra, a la 

pág. 777; Pueblo v. Santiago et al., 176 DPR 133, 148 (2009).  Se 

exceptúan de la regla de deferencia las determinaciones de hechos 

que se apoyan exclusivamente en prueba documental o pericial, ya 

que los tribunales apelativos están en idéntica posición que el 

tribunal inferior al examinar ese tipo de prueba.  González 

Hernández v. González Hernández, supra.  

En síntesis, si no percibimos que el Tribunal de Primera 

Instancia haya cometido un error manifiesto en la aplicación del 

derecho, que haya indicios de pasión, prejuicio o parcialidad en la 

apreciación de la prueba, no nos corresponde sustituir su juicio por 
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nuestras apreciaciones, basadas en un examen del expediente del 

caso, excepto si luego de realizar un balance racional, justiciero y 

jurídico de la totalidad de la prueba y de los documentos que obran 

en autos, llegamos a unas conclusiones distintas a las del foro 

primario.  González Hernández v. González Hernández, supra, a la 

págs. 776-777.  Por esta razón, nuestra intervención con la 

evaluación de la prueba testifical realizada por el TPI solamente 

procederá en los casos en los que el análisis integral de dicha 

evidencia nos cause una insatisfacción o una intranquilidad de 

conciencia a tal extremo que se estremezca nuestro sentido básico 

de justicia.  Id.  

A tenor con los principios antes enunciados, resolvemos la 

controversia suscitada en el recurso de apelación que nos ocupa.  

III. 

En el recurso de epígrafe, como primer señalamiento, los 

apelantes aducen que el foro primario erró al determinar que el 

Municipio de Salinas incurrió en negligencia y que esta fue la causa 

próxima que provocó los daños sufridos por el apelado.  En esencia, 

fundamentan su posición en que el TPI descartó el testimonio 

otorgado por el joven lesionado en la deposición tomada el 30 de 

mayo de 2018.  Afirman que, en dicha deposición, el apelado negó 

haber visto la piedra que pisó mientras iba corriendo para patear el 

balón hacia la portería.  Plantean que, sin embargo, el apelado 

describe la piedra detalladamente en el testimonio vertido por este 

durante el juicio en fondo.  Los apelantes sostienen que, incluso, el 

perjudicado nunca retrató, midió o parpó la referida piedra. 

Asimismo, los apelantes arguyen que el TPI incidió al otorgarle 

credibilidad al testimonio del apelando y obviar las declaraciones 

previas otorgadas en la deposición.  Ante la inconsistencia de las 

declaraciones del apelado, los apelantes manifiestan que este nunca 

probó la existencia de una condición de peligrosidad en el parque 
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perteneciente al Municipio de Salinas, o que debió ser conocida por 

este último.   

Añaden los apelantes que el foro primario erró al determinar 

que el mantenimiento del parque por parte del Municipio de Salinas 

no era uno adecuado.  Alegan que se presentó prueba de que el 

Municipio de Salinas otorgaba mantenimiento al parque, al menos 

una vez al mes.  En particular, esgrimen que, para la fecha de los 

hechos, se le había brindado el mantenimiento dos (2) días antes, es 

decir, el 9 de febrero de 2016, y no había constancia de piedra 

alguna.  Así pues, plantean que la prueba presentada por el apelado 

fue insuficiente para establecer la responsabilidad del Municipio de 

Salinas por los daños sufridos.  A los apelantes no les asiste la razón 

en sus planteamientos.   

Ciertamente, al evaluar minuciosamente la transcripción de 

la prueba oral vertida durante el juicio en su fondo, surge que las 

fotos del parque fueron tomadas a un año luego de ocurrir el 

accidente.7  Aun así, durante el testimonio del apelado, este 

describió que el día de los hechos, la yerba del parque de soccer se 

encontraba más alta de los tobillos.8  Asimismo, afirmó que había 

visto anteriormente la yerba en las mismas condiciones y que, 

incluso en el día anterior, no se había tropezado con ninguna piedra 

y no había tenido accidente alguno.9  De igual forma, el joven 

perjudicado explicó que su madre no tomó fotos de la piedra durante 

la noche en que ocurrió el accidente, toda vez que, en ese momento, 

lo que importaba era su salud e ir de emergencia al hospital.10  Sobre 

este asunto, la señora Pérez especificó que cuando su hijo la llamó 

luego de sufrir el accidente, toda su atención estuvo en que su hijo 

se encontraba “tirado en el piso”.11 

 
7 Véase, Apéndice XVI del recurso de apelación, TPOE, pág. 359. 
8 Id., a la pág. 333. 
9 Id., a las págs. 333 y 432-433. 
10 Id., a las págs. 352-353 y 443-447. 
11 Id., a la pág. 452. 
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Ahora bien, debido a que no percibimos que medió perjuicio, 

pasión, parcialidad o abuso de discreción en la apreciación de la 

prueba por parte del juzgador de hechos, no intervendremos con su 

criterio ya adjudicado.  Los apelantes son responsables por la 

negligencia incurrida por el Municipio de Salinas, la cual provocó 

los daños sufridos por el apelado.  Veamos. 

Según lo antes expuesto, la normativa de derecho vigente les 

exige a los municipios el deber y obligación de mantener sus predios 

en razonable estado de seguridad.  Pérez v. Mun. de Lares, supra, a 

las págs. 711-712.  Por ende, se les impondrá responsabilidad, 

siempre que se pruebe que existían condiciones peligrosas, las 

cuales eran de su conocimiento o eran previsibles.  Colón y otros v. 

K-Mart y otros, supra, a la pág. 519.    

En su testimonio ante el tribunal sentenciador, el apelado 

explicó cómo ocurrió el accidente sufrido en el parque, mientras 

practicaba el deporte del soccer.  A tales efectos, detalló lo siguiente: 

 R Yo puse el balón en el piso y pues, caminé diez (10) 
pasos atrás iba a patear la bola y cuando estaba 
corriendo hacia la bola me pis[é] con lo que yo vi 

fue una piedra.  Después del accidente yo 
identifiqué que era una piedra, pero yo no sabía 
qué era, pero yo sentí cuando me paré en ella que 

el pie se me viró para el lado y yo me, me caí 
directo, pero antes de caer al piso me golpeé la 

espalda, pues, no, no (Ininteligible). 
 

 P ¿Usted cayó sobre su rodilla? 

 R No. 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¿Cómo fue que cayó me dijo? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Yo, yo caí de espalda.  Pero, es porque yo estaba 

corriendo hacia la bola y antes de llegar a la bola 
para mi yo pisé la piedra y cuando pisé la piedra… 

 

LCDO. JUAN A. REYES COLÓN: 

 P Vuestro Honor, tengo una objeción “para mí”, él 

debe contestar de lo que le consta no lo que él 
opina. 
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HONORABLE JUEZ: 

 P Con Lugar. 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R “Mjú”.  Y…, y después… 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¿Por qué usted dice para mí? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Porque yo vi la piedra. 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¿La vio o no está seguro? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R La vi después del accidente no la vi antes. 

HONORABLE JUEZ: 

 P La vio después del accidente. 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Sí, no la vi antes. 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¿Cuándo fue que la vio? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Después que me caí, cuando estaba en al piso. 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¡Ah! Ese mismo día la vio. 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Ese mismo día cuando me caí que estaba en el 
piso miré hacia la bola e identifiqué a la piedra que 
fue la causa que me caí. 

 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¿Qué sintió usted en la rodilla izquierda una vez 
se para en ese objeto? 

 
 R Sentí mucho dolor y sentí que se me había 

dislocado la rodilla. 

 

LCDO. ALFREDO ACEVEDO CRUZ: 

 P ¿Hacia dónde usted intentaba patear la…, el, balón. 
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TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Hacia el “goaling”. 

 P Cuándo usted dice “goaling”, ¿se refiere a la portería? 

 R A la portería, exactamente. 

 P ¿Y en qué dirección estaba la bola con respecto a 
la portería? 

 
 R Estaba como a unos quince (15’) pies adelante del 

“goaling” y estaba más como a la izquierda no a la 
derecha. 

 

 P ¿Cuántas veces usted había practicado soccer de 
la misma manera en la que ocurrió el accidente? 

 

 R Desde que yo empecé a jugar soccer. 

 P Y en el parque, en ese parque, ¿cuántas veces 
había hecho ese ejercicio, había practicado ese 
ejercicio? 

 
 R Un montón de veces, no era la primera vez.  Yo 

siempre he hecho ese ejercicio desde que empecé 
a jugar soccer. 

 

HONORABLE JUEZ: 

 P Déjeme preguntarle algo.  Cuando usted va a darle 

a la bola, verdad, usted… 
 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Sí. 

HONORABLE JUEZ: 

 P: … mira la bola y mira hacia la portería, ¿verdad? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R “Mjú”.  Tú te paras, miras hacia la portería y 

después cuando estás listo miras la bola 
directamente para ver para donde le vas a dar, si 

le vas dar a lado para que vaya a la izquierda. 
 

HONORABLE JUEZ: 

 P Muy bien.  Y cuando usted miraba hacia la bola y 

la portería, ¿usted vio la piedra? 
 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R No. 

HONORABLE JUEZ: 

 P No la vio. 
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LCDO. ALFREDO ACEVEDO CRUZ: 

 P ¿En qué momento de ese ejercicio es que usted se 
para en la roca? 

 
 R Cuando, como, yo estaba, yo iba hacia la, hacia la 

bola antes de yo llegar lograr a la bola para darle 

me paso eso. 
 

 P ¿Con qué pie se paró en la bola, en la piedra? 

 R Con la izquierda. 

 P Con la izquierda. 

 R Con la izquierda. 

 P ¿Y qué sucedió una vez se, se paró en la roca? 

 R Cuando me paré en la roca se me, yo sentí que mi 

rodilla se dislocó y me caí. 
 
 P ¿Cómo usted sabe que fue una roca de sobre lo 

que usted se paró? 
 

 R Porque cuando estaba en el piso miré, miré, 
porque dije, porque yo me caí, y miré el… y era la 
piedra. 

 

 P ¿De qué tamaño era la roca? 

 R De tamaño de un “soft ball”. 

 P ¿De un qué? 

 R De un “soft ball”.12 

Con relación a las condiciones del césped del parque y la 

descripción de la piedra con la cual el apelado sufrió el accidente, 

este testificó lo que se transcribe a continuación: 

 R La grama era como un amarillo “Brown”. 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¿Amarillo? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Ya estaba seca, ya estaba seca, era como un 
amarillo y un “Brown”. 

 

HONORABLE JUEZ: 

 P Amarillo y un “Brown”. 

 
12 Id., a las págs. 335-341.  
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TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Ya estaba seca. 

HONORABLE JUEZ: 

 P Estaba seca la… 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Sí. 

HONORABLE JUEZ: 

 P … la grama. 

LCDO. ALFREDO ACEVEDO CRUZ: 

 P Mientras usted iba corriendo, ¿usted vio la roca? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R No. 

 P Y antes de empezar a correr, antes de comenzar, 

¿había visto la roca? 
 

 R No. 

 P Algún, algún momento antes, mientras usted 
estuvo en el parque, ¿llegó a ver la roca antes del 

accidente? 
 

 R No. 

 P ¿Por qué no se veía la roca cuando usted eh, iba 

corriendo? 
 

 R Por la altura de, de la yerba. 

HONORABLE JUEZ: 

 P ¿Por el qué? 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Por la altura de la yerba. 

LCDO. ALFREDO ACEVEDO CRUZ: 

 P ¿Cómo compara usted el tamaño de la bola de 

soccer con el tamaño de la roca que usted pisó? 
 

TESTIGO: JESÚS ANTONIO POLANCO: 

 R Era más, muy más grande que la piedra.  Era más 
grande que la piedra.13 

 

 
13 Id., a las págs. 344-346. 
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De lo anteriormente detallado, se desprende inequívocamente 

que el apelado, en reiteradas ocasiones, testificó que no vio la piedra 

que pisó hasta luego de accidentarse con ella y caer al suelo.  A 

diferencia de lo que plantean los apelantes, tanto en la deposición 

tomada al joven lesionado, como el día del juicio, este aseguró ver y 

sentir la piedra luego de haberse accidentado y no antes.14    

En el caso ante nos, la negligencia incurrida por el Municipio 

de Salinas estriba en no haber asumido su responsabilidad en 

mantener en estado razonable de seguridad el parque de soccer, 

permitiendo así que la yerba estuviera más alta de lo que 

ordinariamente permite la práctica de este deporte.  La falta de 

mantenimiento del parque de soccer impedía la visibilidad de algún 

objeto, en este caso una piedra, que pudiera provocar el accidente y 

los consecuentes daños, como ocurrió en el caso de autos.  Era 

previsible que el no proporcionar el mantenimiento requerido al 

parque de soccer, podía ocasionar un accidente a quien intentara 

practicar el deporte en la facilidad.  Asimismo, el Municipio de 

Salinas debió conocer que el no brindar el mantenimiento requerido 

al parque de soccer crearía una condición peligrosa, la cual podía 

desembocar en un accidente.  La condición peligrosa fue permitir 

que la yerba del parque de soccer estuviera alta, de manera que esta 

impidió que la roca que pisó el apelado estuviera visible.   

De otra parte, no podemos acoger la contención de los 

apelantes al sostener que, por no haber tomado fotografías de la 

piedra, la misma no existió ni estaba ubicada en el lugar del 

accidente en la fecha de los hechos acaecidos.  El testimonio del 

apelado en cuanto a la existencia de la piedra en el parque en 

cuestión fue creído por el TPI y no encontramos razones para 

intervenir con dicha apreciación.  Los apelantes no pudieron rebatir 

 
14 Id., a las págs. 437-442; véase, además, Apéndice IX del recurso de apelación, 

Deposición Tomada al Joven Jesús Antonio Polanco Pérez, págs. 150 y 154-155. 
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que, en efecto, el parque de soccer en controversia no se le había 

otorgado el mantenimiento requerido a la fecha de los hechos, y que 

tal condición peligrosa ocasionó el accidente y los daños sufridos por 

el joven lesionado.  

Conforme a los propios testimonios de los empleados del 

Departamento de Obras Públicas del Municipio de Salinas, quienes 

brindaban funciones de ornato, hubo discrepancia en la manera en 

que se le proveía mantenimiento al parque Arcadio Maldonado.  Es 

decir, si dicho mantenimiento se prestaba solamente a las orillas o 

al centro del parque, y si se le proveyó el mantenimiento requerido 

antes del día de los hechos, el 11 de febrero de 2016.15  Lo anterior, 

debido a que en los informes de brigadas no se mencionaba 

específicamente que se había atendido el mantenimiento del parque 

de soccer Arcadio Maldonado.  Si bien se explicó que este se 

encontraba dentro de la mención del parque Santa Ana 3, el parque 

de soccer Arcadio Maldonado se identificó como trabajado en el 

informe del 23 de febrero de 2016.16  El TPI no les mereció entera 

credibilidad a los testimonios vertidos por los referidos empleados, 

únicos testigos del Municipio de Salinas.  No albergamos razones 

para intervenir con dicha apreciación de la prueba por el foro a quo. 

Luego de evaluar cuidadosamente cada uno de los 

testimonios, según recogidos en la transcripción de la prueba oral 

estipulada, al igual que el expediente de autos en su totalidad, 

concluimos que el Municipio de Salinas mantuvo una condición 

peligrosa al no otorgar el mantenimiento requerido al parque 

Arcadio Maldonado.  Como hemos visto, la condición peligrosa 

consistió en mantener alto el césped del parque en cuestión, de 

manera que era razonablemente previsible que quien practica el 

 
15 Véase, Apéndice XVI del recurso de apelación, TPOE, págs. 467-468, 471-472, 

484, 486-487, 490-491, 496, 502, 517, 563-565, 568 y 575-577.  
16 Id., a las págs. 556-557, 567; véase, además, Exhibit 12 por Estipulación. 
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deporte de soccer podía tener un accidente con cualquier roca u 

objeto no visible dentro del mismo.  Tal condición peligrosa pudo 

haber sido corregida si se le hubiera brindado el mantenimiento 

necesario al césped, de forma tal que pudiera estar visible cualquier 

roca que pudiera ocasionar un accidente a quien practicara el 

deporte. 

Coincidimos con el foro primario en que, aunque el Municipio 

de Salinas le brindaba mantenimiento a las instalaciones que 

ubican en la Comunidad Arcadio Maldonado de dicho municipio, la 

cual incluía el campo de soccer, tal mantenimiento no era 

sistemático, lo que permitía el crecimiento desmedido del césped.17  

Los apelantes no tomaron las medidas suficientes, ni necesarias, 

para eliminar la condición peligrosa, que innegablemente ponía en 

riesgo a las personas que utilizaran el parque de soccer Arcadio 

Maldonado.  Tal condición peligrosa provocó que el apelado, 

practicando el deporte del soccer, pisara una roca no visible debido 

a la altura de la yerba.  En consecuencia, los apelantes son 

responsables solidarios por la negligencia incurrida en mantener 

una condición peligrosa, la cual provocó los daños sufridos por el 

joven perjudicado. 

Una vez establecida la negligencia incurrida por parte de los 

apelantes, según lo aquí dispuesto en virtud de lo antes 

pormenorizado, procedemos a discutir conjuntamente el segundo, 

tercero y cuarto señalamiento de error, toda vez que todos se 

relacionan con la valoración y daños padecidos por el apelado. 

Los apelantes manifiestan que las partidas concedidas al 

apelado por los daños físicos y las angustias mentales sufridas, no 

son cónsonas con los precedentes citados para otorgar la valoración.  

Además, sostienen que se duplicó la indemnización concedida, 

 
17 Véase, Determinación de Hecho Núm. 16 de la Sentencia apelada. 



 
 

 
KLAN201901096 

 

40 

considerando la misma exageradamente alta e improcedente al 

otorgar una partita adicional por concepto de limitación al goce de 

la vida.  Recordemos que, de conformidad con la Sentencia apelada, 

el TPI concedió una suma de $60,000.00 por concepto de daños 

físicos sufridos por el apelado; una suma de $45,000.00 por 

concepto de daños morales y angustias mentales; y una suma de 

$50,000.00 por concepto de limitación del goce de la vida.  Es decir, 

una indemnización total de $155,000.00 por los daños sufridos por 

el apelado.   

Como asunto medular, es necesario resaltar que en Ruiz 

Santiago v. ELA, 116 DPR 306 (1985), precedente utilizado por el TPI 

para realizar la valoración de la partida por concepto de la limitación 

al goce de la vida, realmente se otorgó una partida por daños físicos 

futuros.18  Ahora bien, reconocemos que el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha indemnizado por daños relacionados a la limitación 

para correr y dedicarse a los deportes.  Véase, Morales Muñoz v. 

Castro, 85 DPR 288, 297 (1962).  Además, ha tomado en 

consideración el influjo indeseable que una condición de un menor, 

provocada por un accidente, “vaya a tener en su juventud y 

madurez, dentro del círculo familiar, en sus relaciones de amistad, 

en su labor, y en toda actividad humana en que se vea envuelto”.  

Moa v. ELA, 100 DPR 573, 591-592 (1972).   

Cabe destacar que la Sentencia apelada establece, junto a la 

partida de angustias mentales, que la misma también incluía daños 

morales.  Sin embargo, toda vez que no se concedió partida por 

daños económicos o pecuniarios, la totalidad de la cuantía 

concedida al apelado, a saber, la cuantía global de $155,000.00, 

estrictamente fueron por concepto de todos los daños morales 

 
18 Ciertamente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico se ha negado a conceder una 

partida por la limitación del goce o disfrute de la vida de una víctima fallecida, 

debido a que este un daño hedónico.  Véase, Cintrón Adorno v. Gómez, supra, a la 

pág. 603. 
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sufridos, entiéndase, daños físicos, angustias mentales y limitación 

futura.   Cintrón Adorno v. Gómez, supra, a las págs. 587-589.  Por 

consiguiente, no surge de los autos una duplicidad en la concesión 

de las partidas concedidas por concepto de los daños sufridos por el 

apelado que requieran nuestra intervención en las cuantías 

otorgadas en el dictamen impugnado por los apelantes.   

Aclarado lo anterior, entendemos necesario realizar el ejercicio 

de estimar y valorar los daños sufridos, pues a pesar de que el foro 

sentenciador lo hizo al amparo del marco doctrinal vigente y a la luz 

de lo resuelto por el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical, supra, estimamos que los casos 

similares utilizados para valorar los daños ocasionados al apelado, 

no fueron los más idóneos.  Es por ello que, aunque somos 

conscientes de que no existen casos idénticos, procedemos a discutir 

la casuística que refleja de forma más adecuada una comparación 

razonable con el caso de epígrafe.  Santiago Montañez v. Fresenius 

Medical, supra, a la pág. 497; Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra, a las págs. 909-910.  No obstante, adelantamos que, al 

evaluar la totalidad de la indemnización concedida por los daños 

sufridos por el apelado, es decir la suma total de $155,000.00, no 

nos parece una cantidad exageradamente alta que nos obligue a 

intervenir con la misma.   

Para detallar lo anterior, hemos examinado una Opinión del 

Tribunal Supremo de Puerto Rico y dos (2) Sentencias dictadas por 

este Tribunal sobre daños similares al caso de autos, al amparo del 

Artículo 1802 del Código Civil, supra.  La valoración de los daños, al 

igual que el TPI, la realizamos de conformidad con la metodología 

que utiliza un índice de precios al consumidor cuyo año base es 
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reciente y que fue adoptada en Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra, a la pág. 914.19  Veamos.  

En Colón y otros v. K-mart y otros, 154 DPR 510, 513-515, 523 

(2001), la lesionada sufrió intenso dolor en sus piernas, la espalda 

y cabeza, padecimientos prolongados por alrededor de tres (3) meses 

y continuó con intensos dolores, hinchazón y hematomas en la 

rodilla izquierda.  La condición fue descrita como una crónica e 

incapacitante de su pierna izquierda.  Además, sufrió una 

disminución drástica en sus actividades cotidianas y de disfrutar 

una vida activa junto a su esposo.  Por los daños sufridos, se le 

concedió una suma de $81,064.28.  La actualización de dicha 

indemnización, de conformidad con lo establecido en Rodríguez et 

al. v. Hospital et al., supra, y reiterado en Montañez et al. v. Fresenius 

Medical, supra, arroja un resultado de la suma de $115,248.00. 

De otra parte, en Miranda v. Dr. Monasterio, KLAN200901114, 

Sentencia del 8 de octubre de 2010, este Tribunal de Apelaciones 

confirmó el dictamen del TPI, el cual le concedió por los daños 

sufridos un total de $75,000.00.  Según se describe en el caso, 

debido a una impericia médica, un menor de doce (12) años de edad 

sufrió un trauma directo o indirecto al nervio peroneal común de la 

pierna izquierda, causándole una neuropraxia.  Por ello, desarrolló 

la condición de “pie caído”.  Fue operado en dos (2) ocasiones y tomó 

intensas terapias que lograron que recuperara movimiento en su 

pierna izquierda, incluso el pie, excepto el dedo gordo que 

permaneció caído o inmóvil.  Los daños físicos sufridos, le 

impidieron jugar los deportes que antes practicaba y realizar tareas 

 
19 Según se desprende de los casos antes aludidos, Rodríguez et al. v. Hospital et 
al., supra y Santiago Montañez et al. v. Fresenius, supra, primero se busca un 

caso similar reciente y se determina el poder adquisitivo del dólar del año de ese 

caso similar.  Luego se multiplica la compensación otorgada en el caso similar por 

el poder adquisitivo del dólar de ese año.  Finalmente, dicha suma se divide por 

el poder adquisitivo del dólar actual.  Cabe señalar que el poder adquisitivo del 

dólar del caso anterior similar se obtiene de la división de 100 entre el índice de 
precios al consumidor del año del precedente legal analizado.  A su vez, el poder 

adquisitivo del dólar actual se obtiene de las estadísticas del Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos.   
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en el hogar.  Además, fue objeto de burlas en su escuela por utilizar 

un mafo en su pierna izquierda.  La actualización de dicha 

indemnización, de conformidad con lo establecido en Rodríguez et 

al. v. Hospital et al., supra, y reiterado en Montañez et al. v. Fresenius 

Medical, supra, arroja como resultado la suma de $82,228.92. 

Por último, en José Ángel Mercado Jiménez v. Autoridad de 

Edificios Públicos y Universal Insurance Company, KLAN201500230, 

Sentencia del 6 de noviembre de 2015, este Tribunal no intervino 

con la cuantía de $185,700.00 concedida por los daños sufridos, 

luego de un accidente.  El lesionado sufrió fracturas en la tibia de 

su pierna derecha, fractura en el tobillo derecho, desgarres 

musculares y rotura de los meniscos de la rodilla de su pierna 

derecha.  Además, tuvo que ser sometido a cirugías para la 

reconstrucción de su tibia y el tobillo, y para corregir los meniscos 

de la rodilla afectada.  La actualización de esta indemnización, de 

conformidad con lo establecido en Rodríguez et al. v. Hospital et al., 

supra, y reiterado en Montañez et al. v. Fresenius Medical, supra, 

arroja como resultado la cuantía de $192,412.00. 

Conforme a la prueba testifical desfilada en el juicio en su 

fondo en el caso de autos, creída por el TPI, y a la luz de la prueba 

documental admitida, como resultado del accidente sufrido por el 

apelado el 11 de febrero de 2016, este fue atendido en la sala de 

emergencia del Hospital San Lucas de Guayama donde le realizaron 

Rayos X en la rodilla y estuvo alrededor de tres (3) horas.20  Al día 

siguiente, 12 de febrero de 2016, fue examinado por el cirujano 

ortopeda, Dr. Carlos Colón Gómez, ya que el joven Polanco no podía 

caminar y se transportaba en la silla de ruedas que pertenecía a su 

abuelo.21  El doctor Colón Gómez le inmovilizó la pierna y le ordenó 

imágenes de resonancia magnéticas (MRI) de la rodilla izquierda del 

 
20 Véase, Apéndice XVI del recurso de apelación, TPOE, págs. 363 y 367. 
21 Id., a la pág. 372. 
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apelado.22  El resultado del MRI tomado el 7 de marzo de 2016, 

indicó que el apelado había sufrido un desgarre completo del 

ligamento cruzado anterior, y un edema de la médula ósea en el 

cóndilo femoral medial y la meseta tibial.23  Luego, le realizaron 

estudios de la conducción nerviosa y no sentía nada en sus pies, 

concluyendo que el nervio común estaba dañado.24   

En el presente caso, el aquí apelado tuvo que ser intervenido 

quirúrgicamente en dos (2) ocasiones.25  En la primera intervención 

quirúrgica, el doctor Colón Gómez reparó un desgarre de ligamento 

y le colocó fijadores internos en la rodilla izquierda del apelado, por 

lo que este estuvo hospitalizado una noche y tuvo la pierna 

inmovilizada durante tres (3) meses utilizando silla de ruedas.26  

Tiene cicatrices en su rodilla producto de dicha operación.27  La 

segunda intervención quirúrgica fue realizada el 11 de agosto de 

2016 para la reparación del ligamento cruzado anterior y 

reconstrucción de su rodilla izquierda, la cual dejó cicatrices.28  

También estuvo hospitalizado una noche y tuvo su pierna 

inmovilizada durante tres (3) meses para la recuperación.29 

Como resultado de lo antes detallado, el joven perjudicado 

tiene que utilizar una prótesis (mafo), en su pierna izquierda, la cual 

tendrá que utilizar para caminar de por vida, toda vez que padece 

de drop foot o pie caído.30  El utilizar la referida prótesis le es 

incómodo, pues se le duerme el pie y no le gusta utilizarla frente al 

público.31  Así pues, se explicó que ya no puede correr, ni correr 

bicicleta y que puede caminar sin la prótesis solo si arrastra el pie.32  

 
22 Id., a las págs. 374-375. 
23 Véase, Exhibit 11 por estipulación. 
24 Véase, Apéndice XVI del recurso de apelación, TPOE, págs. 377-381. 
25 Id., a la pág. 384. 
26 Id., a las págs. 387-388; véase, además, Exhibit 11 por estipulación. 
27 Véase, Apéndice XVI del recurso de apelación, TPOE, pág. 389. 
28 Id., a las págs. 390 y 392. 
29 Id., a la pág. 391. 
30 Id., a las págs. 397-398. 
31 Id., a las págs. 398-400. 
32 Id., a las págs. 401-402. 
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Tuvo que recibir tratamiento psicológico y psiquiátrico durante un 

año y tomar medicamentos para la depresión y la ansiedad.33 

En la actualidad, le da dolor cuando camina demasiado, está 

de pie por mucho tiempo o sube escaleras.34  Así también, el apelado 

se afectó emocionalmente debido a que deseaba ser atleta y, a causa 

de los daños sufridos, ya no le es posible contemplar tal futuro.35  

Cabe destacar que, al evaluar la prueba documental admitida, existe 

una certificación médica que establece que el apelado quedó 

incapacitado permanentemente para practicar deportes, debido a 

daños al nervio peroneal.36 

Recordemos que en diversas ocasiones el Tribunal Supremo 

ha reiterado que los tribunales apelativos no deben intervenir con la 

estimación de los daños que los tribunales de instancia realicen, 

salvo cuando la cuantía concedida advenga ridículamente baja o 

exageradamente alta.  S.L.G. Flores Jiménezv. Colberg, 173 DPR 843, 

864-865 (2008); Nieves Cruz v. UPR 150 DPR, 150, 170 (2000).  Al 

realizar la tarea judicial de valoración de los daños a nivel apelativo, 

determinamos que la indemnización total de $155,000.00 concedida 

en el caso de autos por los daños padecidos por el apelado, no es 

exageradamente alta.  No podemos perder de perspectiva la 

magnitud de los daños físicos y mentales sufridos por el apelado, su 

edad y la limitación que tendrá en su pierna de forma permanente.  

Como corolario de lo anterior, los apelantes no lograron probar que 

la indemnización concedida por concepto de daños morales sufridos 

fue una exageradamente alta o que se duplicaron las partidas 

concedidas al apelado.  Por consiguiente, es improcedente nuestra 

intervención con las cuantías concedidas por el foro primario.   

 
33 Id., a las págs. 410 y 412-414. 
34 Id., a la pág. 418. 
35 Id., a las págs. 418-419. 
36 Véase, Exhibit 4 por estipulación. 
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Como último señalamiento de error, los apelantes alegan que 

no procedía la imposición de $10,000.00 por concepto de honorarios 

de abogado, pues sostienen que obraron de buena fe y no 

incurrieron en conducta temeraria.  No les asiste la razón en su 

planteamiento.  

A través del transcurso de los procedimientos, los apelantes 

se aferraron al planteamiento de que el apelado estableció en la 

deposición tomada que nunca vio la roca que pisó y que en el juicio 

se contradijo sobre dicho particular.  Sin embargo, surge del 

expediente de autos que el joven perjudicado, en todo momento, 

tanto en la deposición, como en su testimonio durante el juicio en 

su fondo, enfatizó que no vio la roca mientras iba corriendo antes de 

pisarla, pero la vio, al tener el accidente y caer al suelo en el 

parque.37  La aclaración del apelado sobre el momento en que vio la 

roca era de fácil corroboración.  Aun así, los apelantes continuaron 

con el argumento de la discrepancia de los testimonios del apelado, 

incluso en esta etapa apelativa. 

Además, no puede pasar por desapercibido que los apelantes 

insinúan que no se señaló fecha para la celebración de un juicio en 

su fondo, sino para una vista evidenciaria.  Lo cierto es que surge 

de manera patentemente clara, sin margen a duda alguna, de la 

Resolución emitida y notificada el 18 de junio de 2019, que 

específicamente se les apercibió a las partes de estar preparadas 

para la celebración del juicio en su fondo.38 

En fin, examinado el tracto procesal del caso de epígrafe en 

cuanto a la imposición de honorarios de abogado, resolvemos que 

no procede nuestra intervención con la referida determinación.  De 

igual forma, los apelantes no nos han persuadido de que la suma 

 
37 Véase, Apéndice IX del recurso de apelación, Moción de Sentencia Sumaria y sus 

Anejos, págs. 150 y 154-155; Apéndice XVI del recurso de apelación, TPOE, págs. 

437-442. 
38 Véase, Apéndice I del Alegato de la Parte Apelada, pág. 1. 
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concedida sea excesiva, o que su imposición hubiera constituido un 

abuso de discreción por parte del foro primario.  Por consiguiente, 

declinamos intervenir con la imposición de honorarios de abogado y 

el sano ejercicio de discreción del TPI.   

Recapitulando, el Municipio de Salinas fue negligente al no 

brindar el mantenimiento adecuado y no mantener en estado 

razonable de seguridad el parque de soccer perteneciente a la 

comunidad Arcadio Maldonado del Municipio de Salinas.  Debido a 

su negligencia, se creó una condición peligrosa, la cual provocó que 

el apelado sufriera intensos daños al pisar una piedra no visible por 

la altura del césped del parque, mientras practicaba el deporte del 

soccer.  Por lo tanto, los apelantes son responsables solidarios por 

los daños padecidos por el apelado, valorados en una suma de 

$155,000.00.  Así pues, se cumplieron con los requisitos para 

prevalecer en una reclamación de daños y perjuicios al amparo del 

Artículo 1802 del Código Civil, supra.  De igual forma, no 

intervendremos con la imposición adicional de $10,000.00 por 

concepto de honorarios de abogado.   

En atención a lo antes expuesto, los apelantes no nos 

pusieron en posición de concluir que el Municipio de Salinas no 

incurrió en negligencia al no otorgarle el mantenimiento al parque 

de soccer.  Tampoco lograron rebatir que los daños sufridos por el 

apelado no fueron a causa de dicha negligencia o que la 

indemnización concedida fue una exageradamente alta.  Debido a la 

ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto por 

parte del TPI, no intervendremos con la apreciación de la prueba 

desfilada en juicio.  Es por ello que no nos compete sustituir el 

criterio del juzgador de instancia por el nuestro.  De conformidad 

con los fundamentos previamente consignados y de acuerdo con las 

normas de deferencia judicial aplicables, no encontramos base 

jurídica racional para arribar a un resultado distinto al que llegó el 
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foro primario.  En consecuencia, confirmamos el dictamen 

impugnado en todos sus extremos. 

IV. 

Por los fundamentos antes expresados, se confirma la 

Sentencia apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

  Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


